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NULIDAD / EJECUTIVO A CONTINUACIÓN DE ORDINARIO / COBRO DE COSTAS / OBLIGACIÓN DE NOTIFICAR AL MINISTERIO PÚBLICO.
… el artículo 612 del Código General del Proceso… dispone que el mandamiento de pago contra las entidades públicas se deben notificar también, de manera personal, al Ministerio Público…
De acuerdo con las normas atrás señaladas… resulta claro que, con independencia del origen del crédito perseguido, el Ministerio Público está llamado a intervenir de manera facultativa u obligatoria en cualquier jurisdicción y en todos los procesos que se adelanten en contra de la Nación y/o entidades públicas o territoriales.  

Nótese, que la facultad consiste en intervenir en cualquier proceso, independientemente de la naturaleza de las obligaciones que se reclaman.  De allí que no le asista razón al recurrente, cuando afirma que, por tratarse la obligación cobrada de las costas del trámite ordinario, cuyo origen es procesal y no sustancial, no era procedente la vinculación del ente de control, pues en su criterio no se estaría ante un proceso laboral propiamente.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cinco de septiembre de dos mil dieciocho
Acta número          de 5 de septiembre de 2018
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación presentado contra el auto por medio del cual el Juzgado Primero Laboral del Circuito el día 6 de marzo de 2018, declaró la nulidad del trámite y dispuso la notificación por conducta concluyente a la Procuradora 15 Judicial I para Asuntos del Trabajo y la Seguridad Social dentro del proceso ejecutivo que le promueve la señora CARMEN EMILIA MARIN DE CASTAÑO a COLPENSIONES.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

Luego de obtener sentencia favorable ante la jurisdicción laboral, la señora Carmen Emilia Marín de Castaño inició acción ejecutiva con el fin de que fuera librado mandamiento de pago a su favor por la suma de $1.170.990 por concepto de costas procesales, intereses y costas de la acción ejecutiva.

En providencia de fecha diecisiete de noviembre de 2015, el Juzgado Primero Laboral de Descongestión de Pereira libró mandamiento de pago conforme fue solicitado por el ejecutante, procediendo a ordenar la notificación de la Agencia Nación de Defensa Jurídica del Estado y a la ejecutada, la que se pronunció oportunamente manifestando que no formularía excepción alguna.

Ordenada la continuidad de la ejecución, el crédito fue liquidado, quedando pendiente su pago al perfeccionamiento de las medidas cautelares que fueron decretadas oportunamente. 

En comunicación de fecha 12 de enero de 2018, la Procuradora 15 Judicial para asuntos del Trabajo y la Seguridad Social, luego de hacer un recuento normativo y jurisprudencial relacionado con la intervención del Ministerio Público en los asuntos laborales, solicitó la nulidad de la actuación por no haber sido notificado el Ministerio Público, para posteriormente pronunciarse respecto a la obligación ejecutada y proponer la prescripción como medio exceptivo.
Corrido el traslado de que trata el artículo 134 del Código General del Proceso, el Juzgado declaró nula la actuación surtida a partir del auto por medio de la cual se negó la solicitud de Colpensiones de levantar las medidas cautelares y se instó a las partes a presentar la liquidación del crédito.
La decisión del juzgado se fundamentó en lo dispuesto en artículo 74 del Código de Procedimiento Laboral que indica que al agente del Ministerio Público se le debe dar el término de 10 días para contestar y en el presente asunto, no se cito en debida forma.
Inconforme con la decisión, la parte ejecutante la recurrió, señalando, luego de apoyarse en la jurisprudencia nacional y local, que las costas procesales son de naturaleza procesal y por tanto, para su cobro por la vía ejecutiva no debe ser vinculado el Ministerio Público, ya que, de conformidad con el artículo 16 del Código Procesal del Trabajo, está facultado para intervenir en los procesos laborales, insistiendo en que las costas procesales no tienen carácter de créditos laborales. 
Sostiene que el Ministerio Público intervino oportunamente en el proceso ordinario que originó la ejecución y en esa oportunidad no objetó el valor que se le asignó al rubro cobrado, no siendo este el momento para controvertir la obligación a cargo de Colpensiones.
Reprocha la actuación tardía del ente de control, con la que sólo busca subsanar los yerros en los que incurrió la ejecutada al ejercer el derecho de defensa, con lo que se denota una protección desmedida hacía ésta, que también cuenta con la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, olvidando la incidentista que la  labor de la Procuraduría, entre otras es “vigilar el cumplimiento de las leyes y decisiones judiciales, proteger los derechos humanos y asegurar su efectividad más con la parte débil de la acción”, que identifica en este caso como la parte ejecutante, que no se puede confundir con Colpensiones.
Frente a este último punto insiste en que la labor del Ministerio Público, consiste en vigilar el cumplimiento de las condenas impuestas a la demandada para que no se genere el desgaste y la congestión judicial que se evidencia en el juzgado a cargo del trámite.
El recurso de reposición fue negado por haber sido formulado extemporáneamente y el de apelación concedido en el efecto devolutivo para que se decida en esta Sede lo pertinente.
CONSIDERACIONES

El presente asunto, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Se configura una causal de nulidad cuando no se notifica el auto que libra mandamiento de pago al agente del Ministerio Público?

Para resolver los interrogantes formulados es necesario hacer las siguientes precisiones: 

1. DEL LA INTERVENCION DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LOS ASUNTOS LABORALES.
La Carta Política en su artículo 277 consagra las funciones del Procurador General de la Nación, las cuales ejerce por sí o por medio de sus delegados y agentes.  Dentro de tales funciones, se encuentra establecida en el numeral 7º, la de “Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, el patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales”.

Como puede evidenciarse, la Constitución le da amplias facultades al Ministerio Público para vincularse a cualquier tipo de proceso y especialidad, si percibe las situaciones que dan lugar a su intervención.
En materia laboral el artículo 16 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, dispone que el Ministerio Público “podrá intervenir en los procesos laborales de conformidad con lo señalado en la ley” 

De acuerdo con esta última disposición, se tiene entonces que por expresa remisión que hace el artículo 145 ibídem, la norma a observar es el artículo 46 del C.G.P. donde se establece claramente las funciones del Ministerio Público, en materia procesal.

2. DE LA NOTIFICACIÓN DEL MANDAMIENTO DE PAGO
Dispone el artículo 335 del Código de Procedimiento Civil, vigente para el momento en que se libró mandamiento de pago que, cuando el proceso ejecutivo se inicia con el objeto de cobrar unas sumas de dinero y/o hacer cumplir una obligación de hacer, previamente declaradas y ordenadas mediante una sentencia dictada dentro de un proceso ordinario, por solicitud de quien fuera demandante en éste, dentro de los sesenta días siguientes a su ejecutoria, el auto que libre mandamiento de pago deberá ser notificado por estado, de lo contrario su notificación se realizará personalmente.
El artículo 108 del Código Procesal Laboral determina que la primera providencia que se profiera dentro del trámite ejecutivo se notificara personalmente al ejecutado y ésta será apelable en el efecto devolutivo.
No obstante lo anterior, el artículo 612 del Código General del Proceso, vigente desde el 12 de julio de 2012, por expresa disposición del numeral 1º del artículo 627 ibídem, dispone que el mandamiento de pago contra las entidades públicas se deben notificar también, de manera personal,  al Ministerio Público.
Al respecto, doctor Gerardo Botero Zuluaga, en su obra “El Impacto del Código General del Proceso en el Estatuto Procesal de Trabajo y de la Seguridad Social”, señala que:

 “Otra forma de impactar el Código General del Proceso al estatuto procesal laboral, es en cuanto atañe a la obligación de notificar en “todo proceso” de “cualquier jurisdicción” a la Agencia Nación de Defensa Jurídica del Estado y al Ministerio Público, en los que sea parte demandada una entidad pública (Nación, Departamento, Distrito, Municipio, Establecimiento Público, Empresa Industrial y Comercial del Estado, Sociedad de Economía Mixta, Empresa Social del Estado, Empresa de Servicios Públicos Oficial), a una persona privadas que ejerza funciones propias del Estado o donde se considere necesario defender los intereses patrimoniales del Estado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 610 a 612 de ese estatuto.
Es así como, en todo proceso laboral ordinario o especial en el que actúe una de las personas o entidades referidas con anterioridad, se le debe notificar a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al Ministerio Público del auto admisorio de la demanda o el mandamiento de pago, en su caso.

(…) 

Ahora bien, como la norma que prevé tal exigencia entró a regir a partir de la promulgación de la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 (Código General del Proceso), de conformidad con lo dispuesto en su artículo 627, ello significa que las demandas instauradas desde dicha fecha en las que sea parte demandada un entidad pública o privada que ejerza funciones propias del Estado, debe notificarse al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, so pena de nulidad de las actuaciones que se hayan surtido sin su comparecencia.” 

3. CASO CONCRETO

De acuerdo con las normas atrás señaladas y el análisis del doctrinante citado, resulta claro que, con independencia del origen del crédito perseguido, el Ministerio Público está llamado a intervenir de manera facultativa u obligatoria en cualquier jurisdicción y en todos los procesos que se adelanten en contra de la Nación y/o entidades públicas o territoriales.  
Nótese, que la facultad consiste en intervenir en cualquier proceso, independientemente de la naturaleza de las obligaciones que se reclaman.  De allí que no le asista razón al recurrente, cuando afirma que, por tratarse la obligación cobrada de las costas del trámite ordinario, cuyo origen es procesal y no sustancial, no era procedente la vinculación del ente de control, pues en su criterio  no se estaría ante un proceso laboral propiamente.
En el caso bajo análisis la ejecutada es una Empresa Industrial y Comercial del Estado organizada como entidad financiera de carácter especial, vinculada al Ministerio de Trabajo –Decreto 309 de 2017-, por lo tanto, de conformidad con lo expuesto en el artículo 612 del Código General del Proceso -vigente desde el 12 de julio de 2012-, el Ministerio Público debió ser notificado personalmente del auto por medio del cual se libró mandamiento de pago, actuación por medio de la cual se torna posible su intervención, pues de otro modo no tendría cómo enterase de la existencia del proceso. 
Ahora, el hecho de que la ejecución se haya solicitado por fuera del término establecido en el artículo 335 del Código de Procedimiento Civil –norma vigente para el momento en que se profirió la sentencia y se libró el mandamiento ejecutivo-, implica que la notificación de la orden de pago se tenía que hacer de manera personal y a todos los que la ley obliga a convocar al trámite, para el caso a Colpensiones, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al Ministerio Publico, este último facultado para intervenir como sujeto procesal especial con amplía facultades, conforme lo señala el parágrafo del artículo 46 del C.G.P.
De acuerdo con lo discurrido, como quiera que no se observa en el plenario la notificación personal a la Procuradora 15 Judicial para asuntos del Trabajo y la Seguridad Social, en calidad de Agente del Ministerio Público, se ha configurado la causal de nulidad prevista en el numeral 8º del artículo 133 del Código General de Proceso, que establece que el proceso es nulo  “Cuando no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado”, tal como lo consideró la funcionaria de primer grado.
Por último, respecto a los motivos de disenso del recurrente, en relación con lo que señala como afán desmedido de la Procuradora 15 Judicial I para Asuntos del Trabajo y la Seguridad Social de favorecer a la demandada, es oportuno recordar el mandato constitucional contenido en el numeral 7º del artículo 277 de la Constitución que dispone la intervención del Ministerio Público en defensa del patrimonio público, representado en este asunto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4º del Decreto 309 de 2017, por “las trasferencias del Presupuesto General de la Nación y los activos que transfiera la Nación y otras Entidades Públicas del orden nacional”, que componen, entre otros recursos, el patrimonio de Colpensiones.
En este contexto, como quiera que ninguno de los argumentos expuestos por el recurrente logra validar la actuación que se declaró viciada a través de la decisión recurrida, ésta será confirmada.

Costas en esta Sede a cargo del ejecutante.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.  CONFIRMAR el auto interlocutorio de seis (6) de marzo de 2018 proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira. 

SEGUNDO. DISPONER que a través de la Secretaría de esta Corporación se realicen las gestiones tendientes a la devolución del presente proceso a su juzgado de origen.

Costas en esta instancia a cargo de Carmen Emilia Marín de Castaño.
Notifíquese y cúmplase.
Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ


           Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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